
DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES DE AMERICA EN RELACION
CON LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA

ARGENTINA
Artículo 108.- El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de
Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el
territorio de la Nación.

Artículo 109.- En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones
judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas.

BOLIVIA

Artículo 116.- El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia de la
Nación, el Tribunal Constitucional, las Cortes Superiores de Distrito, los tribunales y
jueces de Instancia y demás tribunales y juzgados que establece la ley. La ley
determina la organización y atribuciones de los tribunales y juzgados de la República.
El Consejo de la Judicatura forma parte del Poder Judicial.

No pueden establecerse tribunales o juzgados de excepción.

La facultad de juzgar en la vía ordinaria, contenciosa y contencioso-administrativa y la
de hacer ejecutar lo juzgado corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales y
jueces respectivos, bajo el principio de unidad jurisdiccional.

El control de constitucionalidad se ejerce por el Tribunal Constitucional.

El Consejo de la Judicatura es el órgano administrativo y disciplinario del Poder
Judicial.

Los magistrados y jueces son independientes en la administración de justicia y no
están sometidos sino a la Constitución y la ley. No podrán ser destituidos de sus
funciones, sino previa sentencia ejecutoriada.

La ley establece el Escalafón Judicial y las condiciones inamovilidad de los ministros,
magistrados, consejeros y jueces.

El Poder Judicial tiene autonomía económica y administrativa. El presupuesto general
de la Nación asignará una partida anual, centralizada en el Tesoro Judicial, que
depende del Consejo de la Judicatura. El Poder Judicial no está facultado para crear o
establecer tasas ni derechos judiciales.

El ejercicio de la judicatura es incompatible con toda otra actividad pública y privada
remunerada, con excepción de la cátedra universitaria.

La gratitud, publicidad, celeridad y probidad en los juicios son condiciones esenciales
de la administración de justicia. El Poder Judicial es responsable de proveer defensa
legal gratuita a los indigentes, así como servicios de traducción cuando su lengua
materna no sea el castellano.

CHILE



Artículo 73.- La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas
y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos
por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno,
ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o
contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.

Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no
podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la
contienda o asunto sometidos a su decisión.

Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de
instrucción que decreten, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales que
integran el Poder Judicial podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer
los medios de acción conducentes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán
en la forma que la ley determine.

La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial y no podrá
calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se
trata de ejecutar.

Artículo 74.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y
atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida
administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará
las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que
deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas
ministros de Corte o jueces letrados.

La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los
tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.

COLOMBIA

Artículo 88.- La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos
e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y
salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia
económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.

También regulará las acciones populares en los daños ocasionados a un número plural
de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a
los derechos e intereses colectivos.

Artículo 89.- Además de los consagrados en los artículos anteriores, la ley establecerá
los demás recursos, las acciones, y los procedimientos necesarios para que puedan
propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la protección de sus derechos
individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción u omisión de las autoridades
públicas.



Artículo 116.- La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los
Tribunales y los Jueces, administran justicia. También lo hace la justicia penal militar.

El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales.

Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a
determinadas autoridades administrativas. Sin embargo, no les será permitido
adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos.

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar
justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes
para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.

Artículo 228.- La administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones
que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos
procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su
funcionamiento será desconcentrado y autónomo.

Artículo 229.- Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la
administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la
representación de abogado.

Artículo 230.- Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la
ley.

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son
criterios auxiliares de la actividad judicial.

Artículo 248.- Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma
definitiva tienen calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los
órdenes legales.

Artículo 152.- El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los
demás tribunales que establezca la ley.

Artículo 153.- Corresponde al Poder Judicial, además de las funciones que esta
Constitución le señala, conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo,
y contencioso-administrativas así como de las otras que establezca la ley, cualquiera
que sea su naturaleza y la calidad de las personas que intervengan; resolver
definitivamente sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie, con la ayuda de
la fuerza pública si fuere necesario.

Artículo 154.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y a la ley, y las
resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia no le imponen otras
responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos.

Artículo 155.- Ningún tribunal puede avocar el conocimiento de causas pendientes
ante otro. Únicamente los tribunales del Poder Judicial podrán solicitar los expedientes



ad efféctum videndi.

Artículo 166.- En cuanto a lo que no esté previsto por esta Constitución, la ley
señalará la jurisdicción, el número y la duración de los tribunales, así como sus
atribuciones, los principios a los cuales deben ajustar sus actos y la manera de
exigirles responsabilidad.

COSTA RICA

Artículo 152.- El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los
demás tribunales que establezca la ley.

CUBA

Artículo 120.- La función de impartir justicia dimana del pueblo y es ejercida a
nombre de este por el Tribunal Supremo Popular y los demás Tribunales que la ley
instituye.

La ley establece los principales objetivos de la actividad judicial y regula la
organización de los Tribunales; la extensión de su jurisdicción y competencia; sus
facultades y el modo de ejercerlas; los requisitos que deben reunir los jueces, la forma
de elección de estos y las causas y procedimientos para su revocación o cese en el
ejercicio de sus funciones.

ECUADOR

Artículo 191.- El ejercicio de la potestad judicial corresponderá a los órganos de la
Función Judicial. Se establecerá la unidad jurisdiccional.

De acuerdo con la ley habrá jueces de paz, encargados de resolver en equidad
conflictos individuales, comunitarios o vecinales.

Se reconocerán el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la
resolución de conflictos, con sujeción a la ley. Las autoridades de los pueblos
indígenas ejercerán funciones de justicia, aplicando normas y procedimientos propios
para la solución de conflictos internos de conformidad con sus costumbres o derecho
consuetudinario, siempre que no sean contrarios a la Constitución y las leyes. La ley
hará compatibles aquellas funciones con las del sistema judicial nacional.

Artículo 192.- El sistema procesal será un medio para la realización de la justicia.
Hará efectivas las garantías del debido proceso y velará por el cumplimiento de los
principios de inmediación, celeridad y eficiencia en la administración de justicia. No
se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.

Artículo 193.- Las leyes procesales procurarán la simplificación, uniformidad,
eficacia y agilidad de los trámites. El retardo en la administración de justicia,
imputable al juez o magistrado, será sancionado por la ley.

Artículo 194.- La sustanciación de los procesos, que incluye la presentación y
contradicción de las pruebas, se llevará a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo
con los principios: dispositivo, de concentración e inmediación.



Artículo 195.- Salvo los casos expresamente señalados por la ley, los juicios serán
públicos, pero los tribunales podrán deliberar reservadamente. No se admitirá la
transmisión de las diligencias judiciales por los medios de comunicación, ni su
grabación por personas ajenas a las partes y a sus defensores.

Artículo 196.- Los actos administrativos generados por cualquier autoridad de las
otras funciones e instituciones del Estado, podrán ser impugnados ante los
correspondientes órganos de la Función Judicial, en la forma que determina la ley.

Artículo 198.- Serán órganos de la Función Judicial:

1. La Corte Suprema de Justicia.

2. Las cortes, tribunales y juzgados que establezcan la Constitución y la ley.

3. El Consejo Nacional de la Judicatura.

La ley determinará su estructura, jurisdicción y competencia.

Artículo 199.- Los órganos de la Función Judicial serán independientes en el ejercicio
de sus deberes y atribuciones. Ninguna función del Estado podrá interferir en los
asuntos propios de aquellos.

Los magistrados y jueces serán independientes en el ejercicio de su potestad
jurisdiccional aun frente a los demás órganos de la Función Judicial; solo estarán
sometidos a la Constitución y a la ley.

MÉXICO

Artículo 94.- Se deposita el ejercicio del poder judicial de la federación en una
Suprema Corte de Justicia, en un tribunal electoral, en tribunales colegiados y
unitarios de circuito, en juzgados de distrito, y en un consejo de la judicatura federal.
...

... La ley fijara los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan
los tribunales del poder judicial de la federación sobre interpretación de la
constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados internacionales
celebrados por el estado mexicano, así como los requisitos para su interrupción y
modificación.

La remuneración que perciban por sus servicios los ministros de la suprema corte, los
magistrados de circuito, los jueces de distrito y los consejeros de la judicatura federal,
así como los magistrados electorales, no podrá ser disminuida durante su encargo. ...

Artículo 100.-... La Suprema Corte de Justicia elaborara su propio presupuesto y el
consejo lo hará para el resto del poder judicial de la federación. Con ambos se
integrara el presupuesto del poder judicial de la federación que será remitido por el
Presidente de la suprema corte para su inclusión en el proyecto de presupuesto de
egresos de la federación. La administración de la Suprema Corte de Justicia
corresponderá a su Presidente.

Artículo 101.- Los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los magistrados de



circuito, los jueces de distrito, los respectivos secretarios, y los consejeros de la
judicatura federal, así como los magistrados de la sala superior del tribunal electoral,
no podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la federación,
de los estados, del Distrito Federal o de particulares, salvo los cargos no remunerados
en asociaciones científicas, docentes, literarias o de beneficencia.

Las personas que hayan ocupado el cargo de ministro de la Suprema Corte de Justicia,
magistrado de circuito, juez de distrito o consejero de la judicatura federal, así como
magistrado de la sala superior del tribunal electoral, no podrán, dentro de los dos años
siguientes a la fecha de su retiro, actuar como patronos, abogados o representantes en
cualquier proceso ante los órganos del poder judicial de la federación.

Durante dicho plazo, las personas que se hayan desempeñado como ministros, salvo
que lo hubieran hecho con el carácter de provisional o interino, no podrán ocupar los
cargos señalados en la Fracción VI. Del Artículo 95 de esta constitución.

Los impedimentos de este Artículo serán aplicables a los funcionarios judiciales que
gocen de licencia.

La infracción a lo previsto en los párrafos anteriores, será sancionada con la perdida
del respectivo cargo dentro del poder judicial de la federación, así como de las
prestaciones y beneficios que en lo sucesivo correspondan por el mismo,
independientemente de las demás sanciones que las leyes prevean.

Artículo 103.- Los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se
suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías individuales;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la
soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III. Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito
Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

Artículo 106.- Corresponde al poder judicial de la federación, en los términos de la
ley respectiva, dirimir las controversias que, por razón de competencia, se susciten
entre los tribunales de la federación, entre estos y los de los estados o del Distrito
Federal, entre los de un estado y los de otro o entre los de un estado y los del Distrito
Federal.

PANAMÁ

Artículo 198.- La administración de justicia es gratuito, expedito e ininterrumpido. La
gestión y actuación de todo proceso se surtirá en papel simple y no estarán sujetas a
impuesto alguno.

Las vacaciones de los Magistrados, Jueces y empleados judiciales no interrumpirán el
funcionamiento continuo de los respectivos tribunales.

Artículo 199.- El Órgano Judicial esta constituido por la Corte Suprema de Justicia,



los Tribunales y los Juzgados que la Ley establezca.

Artículo 209.- Los cargos del Órgano Judicial son incompatibles con toda
participación en la política, salvo la emisión del voto en las elecciones, con el ejercicio
de la abogacía o del comercio y con cualquier otro cargo retribuido, excepto lo
previsto en el artículo 205.

Artículo 212.- Las Leyes procesales que se aprueben se inspirarán entre otros, en los
siguientes principios:

1. Simplificación de los trámites, economía procesal y ausencia de formalismos.

2. El objeto del proceso es el reconocimiento de los derechos designados en la Ley
substancial.

PARAGUAY
Artículo 136.- DE LA COMPETENCIA Y DE LA RESPONSABILIDAD DE
LOS MAGISTRADOS
Ningún magistrado judicial que tenga competencia podrá negarse a entender en las
acciones o recursos previstos en los artículos anteriores; si lo hiciese
injustificadamente, será enjuiciado y, en su caso, removido.

En las decisiones que dicte, el magistrado judicial deberá pronunciarse también sobre
las responsabilidades en que hubieran incurrido las autoridades por obra del proceder
ilegítimo y, de mediar circunstancias que prima facie evidencien la perpetración de
delito, ordenará la detención o suspensión de los responsables, así como toda medida
cautelar que sea procedente para la mayor efectividad de dichas responsabilidades.
Asimismo, si tuviese competencia, instruirá el sumario, pertinente y dará intervención
al Ministerio Público; si no la tuviese, pasará los antecedentes al magistrado
competente par su prosecución.

Artículo 247.- DE LA FUNCIÓN Y DE LA COMPOSICION

El Poder Judicial es el custodio de esta Constitución. La interpuesta, la cumple y la
hace cumplir.

La administración de justicia está a cargo del Poder Judicial, ejercido por la Corte
Suprema de Justicia, por los tribunales y por los juzgados, en la forma que establezcan
esta Constitución y la ley.

Artículo 248.- DE LA INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL

Queda garantizada la independencia del Poder Judicial. Sólo éste puede conocer y
decidir en actos de carácter contencioso.

En ningún caso los miembros de los otros poderes, ni otros funcionarios, podrán
arrogarse atribuciones judiciales que no estén expresamente establecidas en esta
Constitución, ni revivir procesos fenecidos, ni paralizar los existentes, ni intervenir de
cualquier modo n los juicios. Actos de esta naturaleza conllevan nulidad insanable.
Todo ello sin perjuicio de las decisiones arbitrales en el ámbito del derecho privado,



con las modalidades que la ley determine para asegurar el derecho de defensa y las
soluciones equitativas.

Los que atentasen contra la independencia del Poder Judicial y la de sus magistrados,
quedarán inhabilitados para ejercer toda función pública por cinco años consecutivos,
además de las penas que fije la ley.

Artículo 249.- DE LA AUTARQUIA PRESUPUESTARIA

El Poder Judicial goza de autonomía presupuestaria. En el Presupuesto General de la
Nación se le asignará una cantidad no inferior al tres por ciento del presupuesto de la
Administración Central.

El presupuesto del Poder Judicial será aprobado por el congreso, y la Contraloría
General de la República verificará todos sus gastos e inversiones.

Artículo 256.- DE LA FORMA DE LOS JUICIOS

Los juicios podrán ser orales y públicos, en la forma y en la medida que la ley
determine.

Toda sentencia judicial debe estar fundada en esta Constitución y en la ley. La crítica a
los fallos es libre.

El proceso laboral será total y estará basado en los principios de inmediatez, economía
y concentración.

Artículo 257.- DE LA OBLIGACIÓN DE COLABORAR CON LA JUSTICIA

Los órganos del Estado se subordinan a los dictados de la ley, y las personas que
ejercen funciones al servicios del mismo están obligadas a prestar a la administración
de justicia toda la cooperación que ella requiera para el cumplimiento de sus
mandatos.

PERÚ

Artículo 138.- La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el
Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las
leyes.

En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una
norma legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal
sobre toda otra norma de rango inferior.

Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional:

1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No existe ni puede
establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y la
arbitral.

No hay proceso judicial por comisión o delegación.

2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.



Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano
jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar
sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar
procedimientos e n trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución.
Estas disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de
investigación del Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el
procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno.

3. La observación del debido proceso y la tutela jurisdiccional.

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la
ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni
juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni comisiones especiales
creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.

4. La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la ley.

Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios públicos, y por los
delitos cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos
fundamentales garantizados por la Constitución, son siempre públicos.

5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias,
excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y
de los fundamentales garantizados por la Constitución, son siempre públicos.

6. La pluralidad de la instancia.

7. La indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores judiciales en
los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la
responsabilidad a que hubiere lugar.

8. El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley.

En tal caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el derecho
consuetudinario.

9. El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las normas que
restrinjan derechos.

10.El principio de no ser penado sin proceso judicial.

11.La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de duda o de
conflicto entre leyes penales.

12.El principio de no ser condenado en ausencia.

13.La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoria. La
amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los
efectos de cosa juzgada.

14.El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del
proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa



o las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con
un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o
detenida por cualquier autoridad.

15.El principio de que toda persona debe ser informada, inmediatamente y por
escrito, de las causas y razones de su detención.

16.El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa
gratuita para las personas de escasos recursos; y, para todos, en los casos que la
ley señala.

17.La participación popular en el nombramiento y en la renovación de magistrados,
conforme a ley.

18.La obligación del Poder Ejecutivo de prestar la colaboración que en los
procesos le sea requerida.

19.La prohibición de ejercer función judicial por quien no ha sido nombrado en la
forma prevista por la Constitución o la ley. Los órganos jurisdiccionales no
pueden darle posesión del cargo, bajo responsabilidad.

20.El principio del derecho de toda persona de formular análisis y críticas de las
resoluciones y sentencias judiciales, con las limitaciones de ley.

21.El derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos
adecuados.

22.El principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación,
rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad.

Artículo 143.- El Poder Judicial está integrado por órganos jurisdiccionales que
administran justicia en nombre de la Nación, y por órganos que ejercen su gobierno y
administración.

Los órganos son: la Corte Suprema de Justicia y las demás cortes y juzgados que
determine su ley orgánica.

Artículo 145.- El Poder Judicial presenta su proyecto de presupuesto al Poder
Ejecutivo y lo sustenta ante el Congreso.

Artículo 153.- Los jueces y fiscales están prohibidos de participar en política, de
sindicarse y de declararse en huelga.

REPÚBLICA DOMINICANA

Artículo 63.-El Poder Judicial se ejerce por la Suprema Corte de Justicia y por los
demás Tribunales del Orden Judicial creados por esta Constitución y las leyes. Este
poder gozará de autonomía administrativa y presupuestaria.

Párrafo I. La ley reglamentará la carrera judicial y el régimen de jubilaciones y
pensiones de los jueces, funcionarios y empleados del orden judicial.

Párrafo II. Los funcionarios del orden judicial no podrán ejercer otro cargo o empleo



público, salvo lo que se dispone en el Artículo 108.

Párrafo III. Los jueces son inamovibles, sin perjuicio de lo dispuesto en el Acápite 5
del Artículo 67.

Párrafo IV. Una vez vencido el período por el cual fue elegido un juez, permanecerá
en su cargo hasta que sea designado su sustituto.

Artículo 109.-La justicia se administrará gratuitamente en todo el territorio de la
República.

UNITED STATES OF AMERICA

Article. III.

Section. 1.

The judicial Power of the United States, shall be vested in one Supreme Court, and in
such inferior Courts as the Congress may from time to time ordain and establish. The
Judges, both of the supreme and inferior Courts, shall hold their Offices during good
Behaviour, and shall, at stated Times, receive for their Services, a Compensation,
which shall not be diminished during their Continuance in Office.

Section. 2.

Clause 1: The judicial Power shall extend to all Cases, in Law and Equity, arising
under this Constitution, the Laws of the United States, and Treaties made, or which
shall be made, under their Authority;--to all Cases affecting Ambassadors, other
public Ministers and Consuls;--to all Cases of admiralty and maritime Jurisdiction;--to
Controversies to which the United States shall be a Party;--to Controversies between
two or more States;--between a State and Citizens of another State; (See Amendment
XI) --between Citizens of different States, --between Citizens of the same State
claiming Lands under Grants of different States, and between a State, or the Citizens
thereof, and foreign States, Citizens or Subjects.

AmendmentXI.(1795)

The Judicial power of the United States shall not be construed to extend to any suit in
law or equity, commenced or prosecuted against one of the United States by Citizens
of another State, or by Citizens or Subjects of any Foreign State.

URUGUAY

Artículo 233.El Poder Judicial será ejercido por la Suprema Corte de Justicia y por los
Tribunales y Juzgados, en la forma que estableciere la ley.

Artículo 255. No se podrá iniciar ningún pleito en materia civil sin acreditarse
previamente que se ha tentado la conciliación ante la Justicia de Paz, salvo las
excepciones que estableciere la ley.

Artículo 256. Las leyes podrán ser declaradas inconstitucionales por razón de forma o
de contenido, de acuerdo con lo que se establece en los artículos siguientes.



Artículo 258. La declaración de inconstitucionalidad de una ley y la inaplicabilidad
de las disposiciones afectadas por aquélla, podrán solicitarse por todo aquel que se
considere lesionado en su interés directo, personal y legítimo:

1. Por vía de acción, que deberá entablar ante la Suprema Corte de Justicia.

2. Por vía de excepción, que podrá oponer en cualquier procedimiento judicial.

El Juez o Tribunal que entendiere en cualquier procedimiento judicial, o el Tribunal de
lo Contencioso Administrativo, en su caso, también podrá solicitar de oficio la
declaración de inconstitucionalidad de una ley y su inaplicabilidad, antes de dictar
resolución.

En este caso y en el previsto por el numeral 2°, se suspenderán los procedimientos,
elevándose las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia.

Artículo 260. Los decretos de los Gobiernos Departamentales que tengan fuerza de
ley en su jurisdicción, podrán también ser declarados inconstitucionales, con sujeción
a lo establecido en los artículos anteriores.

Artículo 261. La ley reglamentará los procedimientos pertinentes.

VENEZUELA

Artículo 253.- La potestad de administrar justicia emana de los ciudadanos o
ciudadanas y se imparte en nombre de la República por autoridad de la ley.

Corresponde a los órganos del Poder Judicial conocer de las causas y asuntos de su
competencia mediante los procedimientos que determinen las leyes, y ejecutar o hacer
ejecutar sus sentencias.

El sistema de justicia está constituido por el Tribunal Supremo de Justicia, los demás
tribunales que determine la ley, el Ministerio Público, la Defensoría Pública, los
órganos de investigación penal, los o las auxiliares y funcionarios o funcionarias de
justicia, el sistema penitenciario, los medios alternativos de justicia, los ciudadanos
que participan en la administración de justicia conforme a la ley y los abogados
autorizados para el ejercicio. Artículo 254.- Se establece la autonomía funcional,
financiera y administrativa del Poder Judicial. A tal efecto, dentro del presupuesto
general del Estado se le asignará al sistema de justicia una partida anual variable, no
menor del dos por ciento del presupuesto ordinario nacional, para su efectivo
funcionamiento, el cual no podrá ser reducido o modificado sin autorización previa de
la Asamblea Nacional. El Poder Judicial no está facultado para establecer tasa,
aranceles, ni exigir pago algunopor sus servicios.

Artículo 255.- El ingreso a la carrera judicial y el ascenso de los jueces o juezas se
hará por concursos de oposición públicos que aseguren la idoneidad y excelencia de
los o las participantes y serán seleccionados por los jurados de los circuitos judiciales,
en la forma y condiciones que establezca la ley. El nombramiento y juramento de los
jueces o juezas corresponde al Tribunal Supremo de Justicia. La ley garantizará la



participación ciudadana en el procedimiento de selección y designación de los jueces.
Los jueces o juezas sólo podrán ser removidos o suspendidos de sus cargos mediante
los procedimientos expresamente previstos en la ley.

La ley propenderá a la profesionalización de los jueces o juezas y las universidades
colaborarán en este propósito, organizando en los estudios universitarios de Derecho la
especialización judicial correspondiente.

Los jueces o juezas son personalmente responsables, en los términos que determine la
ley, por error, retardo u omisiones injustificadas, por la inobservancia sustancial de las
normas procesales, por denegación, parcialidad, y por los delitos de cohecho y
prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Artículo 256.- Con la finalidad de garantizar la imparcialidad y la independencia en el
ejercicio de sus funciones, los magistrados o magistradas, jueces o juezas, fiscales o
fiscalas del Ministerio Público y defensores públicos o defensoras públicas, desde la
fecha de su nombramiento y hasta su egreso del cargo respectivo, no podrán, salvo el
ejercicio del voto, llevar a cabo activismo político partidista, gremial, sindical o de
índole semejante, ni realizar actividades privadas lucrativas incompatibles con su
función, ni por sí ni por interpuesta persona, ni ejercer ninguna otra función pública a
excepción de actividades educativas.

Los jueces y juezas no podrán asociarse entre sí.

Artículo 257.- El proceso constituye un instrumento fundamental para la realización
de la justicia. Las leyes procesales establecerán la simplificación, uniformidad y
eficacia de los trámites y adoptarán un procedimiento breve, oral y público. No se
sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales.


